Análisis del Fallo

Jorge E Bellido


FALLO: Videla, Jorge R.
UBICACIÓN EN LA COLECCIÓN: LL, 2001-A, 189
FECHA: 01/11/2001

Hechos:

El decreto 158/83 del Poder Ejecutivo Nacional estableció en sus arts. 1° y 2° lo siguiente: 

"Art. 1°.­­ Sométase a juicio sumario ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a los integrantes de la Junta Militar que usurpó el gobierno de la Nación el 24 de marzo de 1976 y a los integrantes de las dos Juntas Militares subsiguientes, Teniente General Jorge R. Videla, Brigadier General Orlando R. Agosti, Almirante Emilio E. Massera, Teniente General Roberto E. Viola, Brigadier General Omar D. R. Graffigna, Almirante Armando R. Lambruschini, Teniente General Leopoldo F. Galtieri, Teniente General Basilio Lami Dozo y Almirante Jorge I. Anaya".

"Art. 2°. ­­ Ese enjuiciamiento se referirá a los delitos de homicidio, privación ilegal de la libertad y aplicación de tormentos a los detenidos, sin perjuicio de los demás de que resulten autores inmediatos o mediatos, instigadores o cómplices los oficiales superiores mencionados en el artículo primero".

Por su parte, el art. 10 de la ley 23.049, en lo que resulta pertinente al caso, establece: "Cumplidos seis meses de la iniciación de las actuaciones, el Consejo Supremo dentro de los cinco días siguientes informará a la Cámara Federal los motivos que hayan impedido su conclusión. Dicho informe será notificado a las partes para que en el término de tres días formulen las observaciones y peticiones que consideren pertinentes, las que se elevarán con aquél".

"La Cámara Federal podrá ordenar la remisión del proceso y fijar un plazo para la terminación del juicio; si éste fuera excesivamente voluminoso o complejo, la Cámara señalará un término para que se informe nuevamente con arreglo a lo dispuesto en el párrafo anterior".

"Si la Cámara advirtiese una demora injustificada o negligencia en la tramitación del juicio asumirá el conocimiento del proceso cualquiera sea el estado en que se encuentren los autos".

La Acordada 42/84 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal (Rev. LA LEY, suplemento diario del 19/11/84, p. 3, fallo 83.449) que, en ejercicio de atribuciones conferidas por el art. 10 de la ley 23.049, resolvió asumir desde la fecha 4 de octubre ppdo. el conocimiento del proceso instruido hasta ese momento por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas en cumplimiento del dec. 158/83 del Poder Ejecutivo Nacional.

El Tte. Gral. (R.E.)Jorge R. Videla interpone recurso extraordinario contra la mencionada Acordada.

Planteos propuesto por las partes:

A fin de sustentar el recurso el actor argumenta que, al producirse los hechos que motivaron este proceso, se encontraba vigente el art. 122, inc. 1° de la ley 14.029, el cual dispone que compete al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas el juzgamiento en instancia única de los oficiales superiores o sus equivalentes. Sostienen los apelantes que, en la medida en que el art. 10 de la ley 23.049 autoriza que la Cámara asuma el proceso, transforma a ésta en una comisión especial y sustrae a los procesados de sus jueces naturales, vulnerando así la garantía establecida por el art. 18 de la Constitución Nacional.

Se apunta, en tal sentido, que, si bien la Cámara Federal existía como tribunal antes de producirse los referidos hechos, su integración fue resuelta con posterioridad y se afirma que la justicia militar, reconocida como fuero real o de causa, constituye un sistema judicial federal independiente derivado de la Constitución, cuyas decisiones sólo pueden ser revisadas por la Corte Suprema a través del recurso extraordinario.

Resolución de 1ª Instancia:

No existe

Resolución de 2ª Instancia:

No existe

Tipo de jurisdicción invocada para llegar a la Corte Suprema:

Se sostiene que el agravio concierne la violación de la garantía de los jueces naturales. Por lo que la Corte considera la ocasión debida para examinar el presunto desconocimiento del derecho constitucional que invoca la parte recurrente para apoyar la pretensión de no ser sometida a juicio ante los tribunales del Poder Judicial de la Nación.

Opinión del Procurador General:

En primer término señala que no comparte la tesis de que la justicia militar, en el régimen constitucional actual, reconozca un origen directo en la norma fundamental, sino que, a su entender, sólo constituye un instrumento legal creado por el Congreso para el gobierno de los ejércitos, y que el militar no deja de ser un ciudadano, sometido, como todo el resto de los habitantes, a las normas dictadas por las autoridades nacionales y provinciales.

El ciudadano integrante de la institución castrense no puede impedir que se lo someta a un tribunal militar, pero tampoco puede oponerse a ser juzgado por los jueces de la Constitución cuando el hecho imputado esta tipificado como un delito común, si la autoridad resuelve no someterlo a proceso en un consejo militar.

Cabe recordar que el Congreso, así como puede crear tribunales militares en ejercicio de la atribución que le confiere el art. 67, inc. 23 de la Constitución Nacional, puede también suprimirlos. Si el legislador hubiera adoptado esa decisión, los hechos que ahora se investigan, por afectar el servicio del Estado, habrían sido adjudicados a los jueces federales y, en consecuencia, las Cámaras Federales de Apelación habrían tenido la competencia necesaria para decidir sobre todas las cuestiones fácticas y jurídicas que le hubieran sido llevadas en virtud de recursos de apelación que interpusieran las partes.

Por otra parte, si la Cámara considera que el Consejo hubiera incurrido en demora injustificada o negligencia en la tramitación del proceso, debe (dice la ley) asumir el conocimiento, cualquiera que sea el estado en que se encontraran los autos.

No se advierte pues, cuál de las cláusulas constitucionales puede impedir que el Congreso establezca un sistema de pérdida de competencia para el órgano que debe conocer en 1ª instancia cuando éste no satisfaga los requerimientos de celeridad que la ley le impone, y, siendo este órgano un tribunal único, no dividido en salas, atribuya al órgano revisor competencia plena para resolver la causa.

Cabe puntualizar, finalmente que, en el presente caso, el órgano judicial de la Constitución al que se atribuye la competencia es, como dijimos antes, aquel que, de todos modos, habría estado facultado para resolver en forma definitiva las cuestiones planteadas.

Opina, en consecuencia, que corresponde confirmar el pronunciamiento recurrido.

Argumento del fallo de la Corte:

En sus considerandos, la Corte sostiene que en la causa que se trata se hallan comprometidos intereses públicos fundamentales, y toda dilación es susceptible tanto de perjudicar la situación de los imputados ­­la mayoría de los cuales sufre prisión preventiva­­ cuanto de afectar la confianza pública en el Poder Judicial, enfrentado con el principal de los procesos originados en una situación “sin par en la historia argentina” que ha conmovido los fundamentos éticos y psicológicos en los que debe reposar el desenvolvimiento de las instituciones armadas para garantía de la defensa externa de la Nación y del mantenimiento de su Constitución.
Entiende, finalmente, que el procesado se halla rodeado del máximo de garantías tendientes a procurarle un juicio respetuoso de las formas exigidas por la Constitución, cuya observancia debe conducir a que se ventilen en oportunidad, modo y tiempo adecuado los gravísimos hechos que se le imputan, para obtener el pronunciamiento que corresponda en derecho y que, cualesquiera sean las vicisitudes de la opinión pública habrá de guiarse por la justicia conforme a la ley.

Sentencia dictada:

Concordemente con lo dictaminado por el Procurador General se confirma la resolución apelada en cuanto ha podido ser materia de recurso.
Disidencia del Dr. Belluscio:
El fuero militar tiene base constitucional, ya que deriva del precepto del art. 67, inc. 23), de la Constitución, que autoriza al Congreso a formar reglamentos y ordenanzas para el gobierno de los ejércitos, lo cual comprende el poder de establecer normas penales destinadas a tutelar la disciplina y el servicio militar; como también que el Presidente de la Nación, en su carácter de comandante en jefe de las fuerzas armadas ­­art. 86, inc. 15­­ tiene el poder de aplicar las normas penales referidas por medio de los órganos jurisdiccionales creados por el Congreso, que reglamenta así su función de comando (doctr. de Fallos, t. 101, p. 354; t. 148, p. 157; t. 149, p. 175; t. 236, p. 588 y t. 241, p. 342). Sin embargo, no es posible confundir el sometimiento forzado de quienes tienen estado militar a una jurisdicción disciplinaria que, en términos generales, y en razón de la necesidad de mantener en las fuerzas armadas una organización de cerrado verticalismo, es más severa para los infractores tanto en las sanciones cuanto en las normas procesales, con un supuesto derecho subjetivo de ser juzgados por sus pares en caso de comisión de delitos comunes tipificados en el Código Penal, el cual no sólo carece de base constitucional sino que sería francamente repugnante a la igualdad que protege el art. 16 de la Carta Magna y a la más elemental conciencia republicana. De ahí que la pretensión de ampararse en el fuero militar cual si fuera un derecho de los imputados resulte una aberración incompatible no sólo con las finalidades de dicho fuero sino también con la mayor garantía del debido proceso que otorga una administración de justicia que no está integrada por simples dependientes del Poder Ejecutivo. Es indudable, pues, que si los hechos imputados pueden encuadrar no sólo en el Código de Justicia Militar sino también en el Código Penal por ser delitos comunes cometidos con motivo o en ocasión del servicio, el Congreso pudo ­­en ejercicio de sus atribuciones constitucionales­­ someter su juzgamiento tanto a la Justicia Militar como al Poder Judicial de la Nación, o bien optar por la solución ecléctica temporaria del art. 10 de la ley 23.049 ­­como una vía adecuada de transición entre el régimen anterior que se consideró equivocado, hacia otro más acorde con el carácter real del fuero militar­­ sin mengua de garantía constitucional alguna.

Habiendo dictaminado el Procurador General, se declara improcedentes los recursos extraordinarios concedidos.
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